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1. Normas acusadas
DECRETO 1355 DE 1970
(Julio 12)

Por el cual se dictan normas de policía

LIBRO TERCERO
DE LAS CONTRAVENCIONES NACIONALES DE POLICIA
TITULO I
DISPOSICIÓN PRELIMINAR
ARTICULO 186.- Son medidas correctivas: 

1o) La amonestación en privado; 

2o) La represión en audiencia pública; 

3o) La expulsión de sitio público o abierto al público; 

4o) La promesa de buena conducta; 

5o) La promesa de residir en otra zona o barrio; 

6o) La prohibición de concurrir a determinados sitios públicos o abiertos al público; 

7o) La presentación periódica ante el comando de policía; 

8o) La retención transitoria; 

9o) La multa; 

10) El decomiso; 

11) El cierre del establecimiento; 

12) La suspensión de permiso o licencia; 

13) La suspensión de obra; 

14) La demolición de obra; 

15) La construcción de obra; y 

16) El trabajo en obras de interés público. 

17) El arresto supletorio 

ARTICULO 194. El decomiso se impondrá mediante resolución motivada y en ella se dispondrá que los bienes se venden en pública subasta o que se entreguen, previo recibo y demás formalidades de rigor, a un establecimiento de asistencia pública, a menos que pertenezcan a un tercero ajeno a los hechos que constituyen la falta, en cuyo caso se le entregarán. 

El producto de la subasta se llevará a la Tesorería del correspondiente municipio. 

Cuando se trate de bebidas, comestibles y víveres en general que se encuentren en mal estado, la policía procederá a destruirlos en presencia del tenedor de esos artículos. 

CAPÍTULO XI
DE LAS CONTRAVENCIONES QUE PERMITEN EL DECOMISO
ARTICULO 213. Compete a los Alcaldes o a quien haga sus veces, imponer decomiso: 

1. De elementos tales como puñales, cachiporras, manoplas, cauchera, ganzúas y otros similares. 

2. De tiquetes o boletas para espectáculos cuando se pretenda venderlos por precio superior al autorizado. 

3. De bebidas, comestibles y víveres en mal estado de conservación, sin perjuicios de la acción penal a que haya lugar. 

DECRETO 522 DE 1971
(Marzo 27)

Por el cual se restablece la vigencia de algunos artículos del Código Penal, se definen como delitos determinados hechos considerados hoy como contravenciones, se incorporan al Decreto-ley 1355 de 4 de agosto de 1970 determinadas contravenciones y se determina su competencia y procedimiento, se modifican y derogan algunas de las disposiciones de dicho Decreto, se deroga el Decreto-ley 1118 de 15 de julio de 1970 y se dictan otras disposiciones 

ARTÍCULO 129. El artículo 220 del Decreto-ley 1355 de 1970 queda así: 

"ARTÍCULO 220. De las faltas por las que sean aplicables medidas correctivas de promesa de residir en otra zona o barrio, prohibición de concurrir a determinados sitios públicos, multa, decomiso, suspensión de permiso o licencia, suspensión de obra, demolición de obra, construcción de obra y trabajos en obras de interés público, conocerán los Alcaldes o quienes hagan sus veces". 

2. Decisión 
Declarar la EXEQUIBILIDAD del término decomiso empleado en el artículo 186, numeral 10 del Decreto Ley 1355 de 1970 y en el artículo 129 del Decreto Ley 522 de 1971, así como de los artículos 194 y 213 del Decreto 1355 de 1970, por los cargos analizados en esta providencia. 

3. Fundamentos de la decisión 
La Corte reiteró los lineamientos trazados por la jurisprudencia en relación con el decomiso administrativo, según los cuales: (i) existen eventos en los que el decomiso permanente se ajusta a la Constitución, como sanción por la comisión de una sanción administrativa; (ii) si bien el decomiso administrativo implica la pérdida del derecho de propiedad a favor del Estado, no requiere la declaración judicial, porque esa reserva solo la impuso el Constituyente para las situaciones enunciadas en el inciso segundo del artículo 34 de la Carta que hacen relación a la adquisición ilegítima del bien objeto de la extinción del dominio, mientras que el decomiso administrativo no tiene por finalidad poner en entredicho la legitimidad de la propiedad del bien objeto de dicha medida, sino sancionar la inobservancia de una obligación legal; (iii) tampoco se puede asimilar esta clase de decomiso a la confiscación, medida expresamente prohibida por la Constitución y que supone “el apoderamiento de todo o de parte del patrimonio de una persona por parte del Estado sin compensación alguna”, toda vez que el origen de este decomiso es la infracción administrativa determinada por el legislador, mientras la confiscación carece de fundamento normativo alguno. 

En el caso concreto, las normas demandadas regulan el decomiso, como una de las medidas correctivas para las contravenciones de policía, el cual requiere de resolución motivada del alcalde o autoridad que haga sus veces, en la que se debe ordenar su venta en pública subasta o entrega a un establecimiento de asistencia pública, de elementos tales como puñales, cachiporras, manoplas, caucheras, ganzúas y otros similares, tiquetes o boletas para espectáculos cuando se pretenda venderlos por precio superior al autorizado. En el caso de alimentos y víveres en mal estado, se ordena su destrucción. La Corte reiteró que el decomiso es una típica sanción de carácter administrativo, que se define como la “pérdida definitiva de una cosa mueble por razones de seguridad, moralidad o salubridad públicas”. Como toda medida de policía, debe estar orientada hacia la garantía y preservación del orden público, concebido no como un objetivo en sí mismo, sino como un medio para permitir el ejercicio de las libertades y derechos de los ciudadanos.
A juicio de la Corte, la previsión del decomiso como medida correctiva de carácter policivo, en los artículos 166, numeral 10 del Decreto 1355 de 1970 y 129 del Decreto 522 de 1971, constituye una limitación legítima del derecho de propiedad diferente de la acción de extinción del dominio y por tanto, no requiere ser ordenado por una autoridad judicial, sino que puede ser impuesto por una autoridad administrativa como lo es el alcalde, a quien corresponde conocer de las contravenciones que dan origen a la medida correctiva. Por tanto, la expresión “decomiso” empleada en los citados artículos, fue declarada exequible por los cargos analizados. 

De igual manera, la Corte encontró que el decomiso previsto en las disposiciones impugnadas cumple con los principios de legalidad, debido proceso, tipicidad y proporcionalidad que constitucionalmente se exige de toda sanción. En efecto, las normas demandadas de los Decretos Leyes 1335 de 1970 y 522 de 1971 corresponden al ejercicio de las facultades extraordinarias concedidas al Presidente de la República mediante la Ley 16 de 1968. Así mismo, los artículos 194, 220 y siguientes del Decreto 1355 de 1970, reformados por el Decreto 522 de 1971 establecen el procedimiento para la imposición de la sanción, que garantiza el debido proceso y defensa para las contravenciones a las que alude la norma acusada. Por último, analizadas cada una de las contravenciones por las cuales se puede imponer el decomiso, la Corte concluyó que se ajustan a la Constitución y específicamente, con el principio de proporcionalidad, habida cuenta que (i) tienen un fin legítimo de preservación, de uno o varios elementos que componen el orden público; (ii) son idóneas para el logro de dicho fin y (iii) son proporcionales en sí mismas consideradas en la medida que son necesarias y no existe otra forma para lograr la preservación de la seguridad, tranquilidad y salubridad públicas que se afecta con tales conductas. En consecuencia, se declarará la exequibilidad del artículo 213 del Decreto ley 1335 de 1970. 

Finalmente, la Corte determinó que en las tres hipótesis que contempla el artículo 194 del Decreto ley 1335 de 1970, se garantizan los derechos de propiedad de terceros, quienes pueden recurrir a la autoridad para la devolución del elemento aprehendido. Esta norma establece que la medida de decomiso se debe imponer por resolución motivada en la que dependiendo del bien, ordena su venta en pública subasta o entrega a un establecimiento de asistencia pública y en el caso de alimentos y víveres en mal estado, ordena su destrucción. Al mismo tiempo, regula el procedimiento que debe seguir la autoridad administrativa para efectuar el decomiso. Por consiguiente, el artículo 194 resulta ajustado a la Constitución.

